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I. INTRODUCCION

La Constitucién, en sus articulos 137 y siguientes, reconoce la exis-
tencia de Comunidades auténomas como entidades territoriales (pro-
vincias limitrofes con caracteristicas histéricas, culturales y econémi-
cas comunes; los territorios insulares, y las provincias con entidad
regional historica, susceptibles de acceder a un régimen autonémico
de autogobierno). Con esta innovacion constitucional, la organizacién
territorial del Estado queda integrada por Municipios, Provincias y
Comunidades autonomas; cada una de estas entidades gozara, segun
el articulo 131 de la Constitucién, de autonomia para la gestiéon de
sus respectivos intereses. A su vez, a las Comunidades auténomas,
ademas de respetarles un ambito de competencia especifica (art. 148)
en relacién con las privativas del Estado (art. 149), se les reconoce la
posibilidad de que, por via de delegacidn, ejerciten competencias ori-
ginariamente pertenecientes al Estado (art. 150.2).

(*} Este trabajo fue presentado originariamente como Comunicacién al VI Con-
greso Hispano-Italiano de Profesores de Derecho Administrativo (Lanzarote, 8-11
de febrero de 1879). Al texto primitivo se han incorporado algunas referencias nor-
mativas exigidas por la evolucién posterior de nuestro Derecho positivo y la inicia-
ciéon del proceso de elaboracién de los Estatutos de Autonomia.
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La emergencia de esta nueva instancia territorial exige el replan-
teamiento del tema tradicional de las relaciones entre la Administra-
cién periférica del Estado y las Administraciones territoriales (Comu-
nidades auténomas, Diputaciones y Municipios). La estructuracién de
la Administracién periférica (1) hasta ahora vigente se basa y se apoya,
fundamentalmente, en la provincia, como divisién territorial estatal,
aun cuando existen algunos ramos de la Administraciéon que presentan
una configuracién supraprovincial o regional: aguas, carreteras, ser-
vicios militares, confederaciones hidrograficas, puertos, etc. Al frente
de la Administracién periférica ordinaria provincial existe un Gober-
nador civil (2) —aun cuando con caracter especial esté prevista la exis-
tencia de gobernadores generales— representante del Gobierno en la
provincia; las Delegaciones provinciales de los respectivos departa-
mentos ministeriales, asi como una serie de organismos colegiados de
coordinacién de servicios periféricos y de cooperaciéon y fiscalizacién
de las entidades locales. En fecha reciente, los Decretos de 17 de junio
y 15 de octubre de 1977 —en ejecucién del Real Decreto-ley de 2 de
junio de 1977, por el que se crea el Fondo Nacional de Cooperacién Mu-
nicipal— han racionalizado y simplificado la organizacién periférica (3)

(1) Sobre los caracteres tradicionales de nuestra Administracién periférica,
vid. E. GaRrcia pE ENTERRiA, La Administracién espariola. Instituto de Estudios Po-
liticos, 1961, pp. 83-170.

() Articulos 38 a 51 del Estatuto de Gobernadores Civiles, aprobado por De-
creto de 10 de octubre de 1858,

(3) Por Real Decreto 1015/1979, de 27 de abril, por el que se reestructura el
Ministerio de la Presidencia y se crea la Direccién General de Coordinacién de
la Administracién periférica del Estado con las funciones de «elaborar para su
aprobaciéon por érganos competentes las directrices y disposiciones necesarias para
que la accién politica y administrativa de las autoridades y érganos de la Admi-
nistracién periférica del Estado se ajuste a la politica general del Gobiernos.

Al mismo tiempo hay que registrar que por Real Decreto 708/1979, de 5 de abril,
sobre reestructuracion de determinados érganos de la Administraciéon Central del
Estado, se cre6 el Ministerio de Administracién Territorial, que «asume las fun-
ciones que corresponden a la Administracién central del Estado en relacién con
las Comunidades auténomas, Entes preautonémicos y Administracién local, asi
como las unidades y competencias especificas de la Direccion General de Admi-
nistraciéon local. «Por Real Decreto 999/1979, de 27 de abril, se estructuré la or-
ganizacion del nuevo Ministerio de Administracién Territorial, creandose al efecto
la Direccién General de Cooperacién con los Regimenes Autonémicos (art. 4) y
especificAndose que «las Unidades de la Administraciéon local de los Gobiernos
Civiles, sin perjuicio de su integracién organica, dependeran funcionalmente del
Ministerio de Administracién Territorial» (art. 8).

Sobre las reformas recientes de la Administracién periférica, vid. los intere-
santes trabajos de S. MuNoz MacHabo, Administracion periférica; observaciones
sobre su reforma, en el volumen conmemorativo al CXXV eaniversario de la re-
vista El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados. Madrid, 1877, pp. 217
y ss.; y J. Sawas, Hacia una reestructuracion de la Administracién periférica del
Estado, <Documentacién Administrativa» num. 182, abril-junio 1979, pp. 221-253.
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a través de la institucionalizacion de dos tipos de 6rganos periféricos
de caracter colegiado: - la Comision de Gobierno (encargada de la
coordinacién de toda la actividad estatal en la provincia) y la Comi-
sién de Cooperacién (competente para canalizar toda la actividad de
cooperacién y fiscalizacion de la Administracién local).

La Constitucién no se pronuncia de forma categérica sobre la ac-
tual configuracion de la estructura de la Administracién periférica,
en si misma considerada y en su conexioén con la Administracién auto-
nomica. Unicamente, el articulo 154 puntualiza que «un delegado nom-
brado por el Gobierno dirigira la Administracion del Estado en el
territorioc de la Comunidad auténoma y la coordinard, cuando pro-
ceda, con la Administracién propia de la Comunidad~». Este precepto,
exclusivamente, pone de relieve que se da por sentado la existencia
y permanencia de una Administracién periférica y la necesidad de
coordinarla con la autonomica; pero deja sin resoclver el problemsa de
su ambito territorial, es decir, si su estructura debera ser regional o
por el contrario debe seguir siendo” de base provincial. La cuestién
en orden a la nueva configuracion de la Administracion del Estado en
el territorio carece en el texto constitucional de una solucién concreta
y contundente, por lo que se hace preciso su induccién a través de
una interpretacién conjunta de las normas constitucionales.

Una lectura simplificadora del transcrito articulo 154 podria llevar
a la conclusion precipitada de considerar resuelto el problema con
limitarse a articular la Administracién periférica sobre la base de su-
perponerla a la resultante de la divisién o estructuraciéon de las dis-
tintas Comunidades auténomas (4). Con ello la Administracién perifé-
rica del Estado adquiriria una estructuracién tipicamente regionalizada
apta para coordinarse con la Administraciéon auténoma. Esta solucién
simplificadora debe descartarse en gran medida por una serie de
factores que deben ser considerados atentamente:

aJ La correspondencia entre una Adminis'trq.ciOn periférica regio-
nalizada y una Administracién territorial auténoma sélo es valida
y congruente en tanto en cuanto coincida con el area de competencias
propias de la Administracién autonoma. Al margen de esta corres-
pondencia subsisten plenamente aquellas areas de competencia priva-
tivas del Estado que pueden gestionarse en el territorio al margen del

(4) Esta es, no obstante, la solucién prevista para el Proyecto de Estatuto de
Autonomia para el Pafs Vasco (BOCG 1 agosto 1979, serie H.n 8 II), cuyo articu-

lo 23 dispone que «la Administracién Civil del Estado en el territorio vasco se
adecuara al ambito geografico de la Comunidad auténomas.
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esquema regional. La subsistencia de la provincia como «division te-
rritorial para el cumplimiento de las actividades del Estado» (art. 141.1)
es una prueba fehaciente de la necesidad de la pervivencia de una di-
visién periférica de corte tradicional y de base provincial para estos
cometidos en si mismos considerados (5) y en cuanto pueden estar im-
plicadas las Djputaciones y Ayuntamientos.

b) El articulo 103.1 de la Constitucién prescribe que la Adminis-
tracién publica «actuara de acuerdo con los principios de eficacia,
jerarquia, descentralizacion, desconceniracidon y coordinacién». Estos
principios emplazan a la futura Administracion periférica ante un
dilema o alternativa: ;es preferible, en el ambito de las competencias
privativas del Estado, la desconcentracion territorial de competen-
cias o su transferencia, por via de delegacidn, a las Comunidades auté-
nomas? Si se opta o se considera mas oportuno la desconcentracion,
¢ ésta debera seguir teniendo base provincial o, por el contrario, debera
adaptarse a una regionalizacion que se corresponda, a su vez, con el
mapa de las Comunidades auténomas? Estos interrogantes constituyen
motivos de reflexiones por la trascendencia que revisten.

¢) La existencia de Comunidades auténomas —con su correspon-
diente incidencia en el ambito de los entes locales (art. 148.1.2 de la
Constitucién)— no comporta, de raiz, la eliminacion de las relaciones
entre el Estado y los entes locales en aquellas materias excluidas del
ambito de la Administracién auténoma; especialmente en lo que afec-
ta a la funcion de cooperacién en la gestién de los servicios locales.
Al mismo tiempo y dentro del ambito de la competencia de las Co-
munidades auténomas (por via directa o de delegacién), el Estado
puede cooperar técnica y financieramente al desarrollo y prestacion
de servicios publicos (art. 158).

d) Con independencia de los cauces normales de relacion entre
la Administraciéon del Estado y las Administraciones autéonomas, la
Constitucion, en su articulo 131, prevé la existencia de una politica
de planificacion de la actividad economica, entre cuyos fines destaca
el de «equilibrar y armonizar el desarrollo regional». El instrumento
planificador, por su misma novedad, plantea un tipo de relaciones en-
tre el Estado y las regiones que discurren al margen del esquema
ordinario y que, por lo tanto, pueden exigir un modelo administrativo
distinto del ordinario para armonizar la planificacion del Estado con

() La Ley 55/1978, de 4 de diciembre, de la Policfa, en su articulo 3.“ 3 prevé
que «en cada provincia el gobernador civil ejercera el mando directo de los
Cuerpos de Seguridad del Estado-.
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la propia de las Comunidades auténomas (art. 148, num. 13). La orga-
nizacién administrativa del desarrollo econémico planificado podra
comportar un esquema especifico de Administracion periférica de base
regicnalizada, coincidente o no con el mapa regional surgido del pro-
ceso de configuracién de las Comunidades auténomas.

La ponderacién de estos factores pone de relieve que la configu-
racién futura de la Administracién periférica ofrece distintos aspectos
que deben ser objeto de una consideracién especifica antes de trazar
un posible disefio o modelo de la misma. Estos aspectos discurren por
los siguientes planteamientos que a continuacién van a ser estudiados
especificamente:

— Relaciones del Estado con las Comunidades auténomas en el
ambito de las competencias propias de las mismas.

— Relaciones del Estado con las Comunidades auténomas en el
caso de delegacién de competencias estatales.

— Relaciones del Estado en el ambito intrarregional y en especial
con las Diputaciones y Ayuntamientos para la gestién de servicios
provinciales y municipales. _

Relaciones entre el Estado y las Comunidades auténomas en el
ambito de la planificacién econdémica.

II. RELACIONES DE LA ADMINISTRACION PERIFERICA DEL ESTADO coN Las Co-
MUNIDADES AUTONOMAS EN EL AMBITO DE LAS COMPETENCIAS AUTONOMICAS:
CONEXION DE INSTANCIAS TERRITORIALES

El articulo 148 de la Constitucion configura una relacién de com-
petencias que pueden ser asumidas por las Comunidades auténomas
como propias en régimen de autogobierno. Los Estatutos de Autonomia
constituyen los instrumentos juridicos que fijan y precisan el ambito
competencial efectivamente asumido y delimitan el marco de la com-
petencia autonémica. Las competencias no asumidas —dentro del am-
bito del articulo 148— corresponden al Estado, en virtud del articu-
lo 149.3.

Una vez delimitado el ambito competencial autonémico, las relacio-
nes entre la Administraciéon del Estado y las Comunidades auténomas
deberan discurrir exclusivamente por los cauces fijados por la Consti-
tucién. A este respecto, el articulo 154 dispone que «un delegado
nombrado por el Gobierno dirigira la Administracion del Estado en el
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territorio de la Comunidad auténoma y la coordinard, cuando proceda,
con la Administracion propia de la Comunidad». Del contenido de este
precepto pueden, inicialmente, desprenderse las siguientes conclu-
siones:

— Surgimiento de una nueva instancia de Administracién perifé-
rica del Estado—el art. 15¢ elude expresamente dicha denominacién,
apartandose significativamente del criterio de los sucesivos antepro-
yectos (8)—, cuyo ambito territorial forzosamente debera coincidir con
los limites territoriales de la Comunidad auténoma respectiva. Esta
nueva instancia periférica no implica, en principio, la desaparicién del
marco periférico provincial de la Administracién del Estado, simple-
mente se superpone a la misma.

— Al frente de la nueva demarcacién periférica debera existir un
delegado, nombrado por el Gobierno, sin que la norma constitucional
especifique su rango y condicién. El Estatuto de Gobernadores Civiles
de 10 de octubre de 1958 configuraba a los gobernadores civiles como
«representante y delegado permanente del Gobierno en la provincia»
y «como primera autoridad de la misma». El articulo 154 de la Consti-
tucion unicamente alude a la condicién de delegado del Gobierno, sin
pronunciarse por una posible calificacién como representante del mis-
mo. Y ello, por cuanto, el articulo 152.1 confiere a los presidentes de
los Consejos de Gobierno de las Comunidades autdnomas la «represen-
tacion ordinaria del Estado en aquélla»._ Una interpretacién congruente
de estos preceptos apoya la tesis de que la opcién constitucional apun-
ta claramente a un reforzamiento de la instancia autonomica, otor-
gando al presidente del Consejo de Gobierno de las Comunidades
auténomas funciones representativas de orden politico, mientras que
el cometido de los delegados del Gobierno inicamente tienen funciones
administrativas, aun cuando la distincién institucional de ambas figu-
ras no resulta siempre clara y nitida en el conjunto del articulado (7).

(8) El artfculo 148 del Proyecto de Constitucién, aprobado por el Pleno del
Congreso de Diputados («BOC- 24 de julio de 1979, num. 135), presentaba la si-
guiente redaccién: «un delegado nombrado por el Gobierno dirigira la Adminis-
tracién periférica del Estado y la coordinara, cuando proceda, con la Administra-
cion auténoma=. Por el contrario, el texto definitivo de la Constitucion (art. 154)
se reficre exclusivamente a «Administracion del Estado en el territorio de la Co-
munidad auténomas.

(7) El contenido de la funcién de representacién del Estado en la Comunidad
auténome que ostente el presidente del Consejo de Gobierno de la Comunidad
resulta dificil de precisar, por cuanto que el articulo 152 proclama que aquél
serd politicamente responsable ante la Asamblea legislativa de la Comunidads.

Sobre la figura del delegado del Gobierno, vid. E. Linoe, El delegado del Go-
bierno, en «Documentacion Administrativa> num. 182 (abril-junio 1979).
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-— En el ambito de las competencias propias de las Comunidades
auténomas, las funciones a desarrollar por la Administraciéon periférica
del Estado, personificada por el delegado del Gobierno, estan taxati-
vamente precisadas en la Constitucion y se reducen a: «dirigir la
Administracién del Estado en el territorio de la Comunidad auténoman»
y la coordinacién de aquélla, «cuando proceda, con la Administracion
propia de la Comunidad~ (8).

El delegado del Gobierno, en consecuencia, carece de facultades de
fiscalizacion y tutela sobre los actos de las Comunidades auténomas
y no podra interferir su actuacion. La Constituciéon reserva a la exclu-
siva competencia del Tribunal Constitucional (art. 161) la resolucién
de los conflictos de competencias entre el Estado y las Comunidades
autdnomas lapartado 1 c?] y la fiscalizacién de los actos y disposicio-
nes de las Comunidades auténomas (apartado 2), previa impugnacion
del Gobierno. Para los supuestos de incumplimiento de sus obligacio-
nes o para la proteccién del interés general, el articulo 155 prevé la
posibilidad de dictar medidas necesarias de obligado cumplimiento,
previa aprobaciéon por mayoria absoluta del Senado. Todas estas com-
petencias se atribuyen especificamente al Gobierno, como 6rgano cons-
titucional definido en el articulo 98, y por lo tanto no pueden ser objeto
de delegacién. Ahora bien, no cabe duda gue en el orden interno el
papel del delegado del Gobierno sera decisivo en cuanto é6rgano de
informacién, advertencia y comunicacién al Gobierno de la nacién
para el ejercicio de estas competencias.

— La funcién de direcciéon de la Administracion del Estado en el
territorio de la Comunidad auténoma, a cargo del delegado del Go-
bierno, apunta a la jefatura, direccién, impulso, orientacion y fiscali-
zacion de todas las organizaciones y servicios de la Administracién del
Estado (servicios periféricos y organismos auténomos) que actian en
el territorio. Ello no parece implicar, en principio, una necesaria cen-
tralizacion a este nivel de todos los servicios periféricos estatales, sino
una simple funcién directiva, compatible con la actual distribucién
provincial de los servicios provinciales.

— La funcién de coordinacién de la Administracién del Estado con
la Administracién propia de la Comunidad (9) presupone que su ejer-

(8) El articulo 154 de la Constitucién es una reproduccién casi literal del
articulo 124 de la Constitucién italiana: «un comisario del Gobierno residente en
la capital de la regién se encargara de las funciones administrativas ejercidas por
el Estado y las coordinara con las ejercidas por lag regions.

.(8) En los Estatutos de Autonomia del Pais Vasco y de Cataluna, actualmente
sometidos a referéndum, no existe previsién concreta sobre la organizacién de la
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cicio debe ser compatible con la idea de autonomia y debe discurrir
por la via de la colaboracion o cooperacién y en ningin caso por la
via de la imposicion o la interferencia en los cometidos. Esta coordi-
nacién de base cooperadora o de colaboraciéon puede revestir distintas
modalidades: orientacion, asistencia técnica; convenio para actuacio-
nes conjuntas; utilizacion de servicios estatales para fines autonémi-
cos, previa solicitud de la propia Comunidad; constitucién de Comi-
siones mixtas de estudio o de programacién de actuaciones, etc.

III. RELACIONES DE LA ADMINISTRACION PERIFERICA DEL ESTADO CON LAS
COMUNIDADES AUTONOMAS EN EL AMBITO DE LAS COMPETENCIAS RESERVADAS AL
ESTADO: POSIBILIDADES DE LA DELEGACION DE COMPETENCIAS

El articulo 149 de la Constitucion delimita el ambito de competen-
cias exclusivas a cargo del Estado, competencias que en principio de-
berian ser ejercidas en el territorio por los servicios periféricos tradicio-
nales de caracter provincial. Ahora bien, los principios constitucionales
parecen imponer una solucion distinta a la mera continuidad de la
Administracion periférica tradicional. Entre estos principios cabe des-
tacar los siguientes:

— En la enumeracion de competencias exclusivas del articulo 149
a cargo del Estado se modula la intervencion de las Comunidades auté-
nomas en orden a una coparticipacion en las mismas, bien para com-
pletar su desarrollo normativo (apartados 6, 18, 19, 23. y 27), bien para
asumir cometidos de ejecucion o de gestion (apartados 7, 8, 17 y 28). En
materia de Seguridad publica, el apartado 29 contiene una norma es-
pecifica que posibilita la creacién de policias para las Comunidades
auténomas «en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos
en el marco de lo que disponga una Ley Orgénica» (10).

— En el marco de las competencias estatales, el articulo 150 prevé,
en su apartado 1, la posibilidad de delegar competencias normativas
(legislativas) <en el marco de los principios, bases y directrices fijados
por una ley estatal» en favor de las Comunidades auténomas. A su vez,

Administracién publica de la Comunidad auténoma. Por el contrario, se contem-
pla la posibilidad de estructuraciéon de un sector publico econémico (arts. 12.2 y 54
del Estatuto de Catalufia y art. 10, num. 24, del Estatuto del Pais Vasco).

En el Proyecto de Estatuto de Autonomia de Galicia («BOCG». Serie H, nua-
mero 10, de 20 de julio de 1979) se dedica un titulo (tercero) a la <Administracién
Publica Gallega (arts. 37 a 41) y, analogamente, una referencia al sector publico
econdémico (art. 58).

(10) Vid. Proyecto de Ley Orgénica de Policias de las Comunidades auténomas
(«BOCG~» de 11 de julio de 1979, num. 65.S.A.).
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en el orden de la ejecucion, del apartado 2 de este precepto se preve
la posibilidad de transferencia o delegacion de competencias de titula-
ridaid estatal en favor de las Comunidades auténomas. Como en el
ejercicio de estas competencias las Comunidades auténomas actuan
por delegacién y no en régimen de autogobierno, la Constitucién es-
tablece que «la ley prevera en cada caso la correspondiente transferen-
cia de medios financieros, asi como las formas de control que se reserve
el Estado». En estos supuestos, la funcién de control sobre las Comu-
nidades auténomas no se ejerce a través del Tribunal Constitucional,
sino por los cauces tradicionales de la fiscalizacién o tutela adminis-
trativa, a cargo del Gobierno, previo dictamen del delegado del Go-
bierno en la Comunidad auténoma.

— Por su parte, el articulo 103 de la Constitucién impone a la Ad-
ministracion publica como principios estructurales de su actuacion:
«eficacia, jerarquia, descentralizacién, desconcentracion y coordina-
cién». En el orden territorial, la vigencia de estos principios impone
un modelo de Administracion ampliamente descongestionada en su
esfera central en favor de una desconcentracion en las instancias peri-
féricas y, eventualmente, de una descentralizacion en beneficio de las
Comunidades auténomas, Diputaciones y Municipios.

Del conjunto de estos principios se desprende que en orden al ejer-
cicio de las competencias privativas del Estado, la Constitucién permite
en abstracto la configuracién de dos modelos o vias en la adminis-
tracion del territorioc. Una de estas vias puede ser la clasica potencia-
cion de la Administracion periférica en cumplimiento del principio de
desconcentracion de base provincial o bien unificada en un escalén
superior, coincidente con el territorio de la Comunidad auténoma co-
rrespondiente, a cargo del delegado del Gobierno. La otra via consiste
en ejercer las funciones estatales en el territorio, a través de las propias
Comunidades auténomas, por la via de la descentralizacién y de la
delegacion de competencias, con la correspondiente transferencia de
medios técnicos, personales y financieros, reservandose el Estado ex-
clusivamente lg tutela y el control. En el terreno de los principios,
la via mas fiel al espiritu constitucional seria que el Estado ejer-
ciera sus competencias en el territorio a través de las Comunidades
auténomas, por cuanto la Constitucién no se limita a reconocer a
dichas Comunidades como un fenémeno de simple descentralizacidn,
sino como una estructuracién de la vida politica mucho mé&s profunda
que afecta a la misma forma del Estado: como Estado regional. Por
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supuesto, la opcién por esta segunda via no implica un inmediato
desmantelamiento de la Administracion periférica, sino una progresiva
tendencia en funciéon de experiencias concretas y de potenciacion ad-
ministrativa de las Comunidades auténomas.

IV. ADMINISTRACION PERIFERICA DEL EsTapo, COMUNIDADES AUTONOMAS
vy REGIMEN LoCAL

La emergencia de las Comunidades autonomas no implica la des-
aparicion de los Municipios y de las Provincias como entidades loca-
les (las Diputaciones) ni, por supuesto, la exclusién de la funcién de
cooperacién e impulso del Estado respecto a estas entidades locales. Sin
embargo, la interaccién de la Administracion del Estado, Comunida-
des auténomas y entidades locales es uno de los temas mas oscura-
mente tratados en la Constitucion y de regulacién mas defectuosa.
Una vez mas se impone el analisis separado de las diversas cuestio-
nes para paoder deducir una directriz interpretativa:

— El reconocimiento constitucional de los Municipios y Provincias
como entidades locales se contiene en los articulos 137, 140 y 141. Al
mismo tiempo, es posible la agrupaciéon de Municipios diferentes de
la provincia (comarcas) en el articulo 141.2. Este reconocimiento cons-
titucional implica la garantia de la autonomia (art. 137) frente al Es-
tado y, légicamente, frente a las Comunidades auténomas en el ejer-
cicio de las competencias propias del Régimen local.

La proclamacién constitucional de la ordenacién del Régimen lo-
cal bajo el principio de la autonomia debe comportar la eliminacién
de la tutela administrativa del Estado que tradicionalmente ha ejer-
cido sobre estas entidades (11). La desaparicion de la tutela no impli-

(11) La Ley 47/1978, de 7 de octubre, de derogacion de la Ley 41/1975, de 10
de noviembre, de Bases del Estatuto de Régimen Local en su articulo, 2.° se fa-
culta, al Gobierno para suprimir las intervenciones de tutela y fiscalizacion sobre
Corporaciones Locales, a excepcion de las relativas a enajenacién de bienes.

Por Decreto 285671978, de 1 de diciembre, se reestructura la Direccion General
de Administracién Local y en su disposicién final primera se suprime el Servicio
Nacional de Asesoramiento e Inspecciéon de las Corporaciones Locales.

El Real Decreto 177071979, de 18 de junio, deja sin efecto los procedimientos
de fiscalizacién, intervencién y tutela del Ministerio de Administracién Territorial
sobre entidades locales en diversas materias y se dictan normas aclaratorias. En
su articulo 3.° se puntualiza que los procedimientos de fiscalizacién, intervencién
y tutela que se dejan sin efecto, en virtud de lo dispuesto en el presente Real
Decreto, quedan suprimidos también respecto a las Entidades locales comprendidas
en el &mbito territorial de los Entes preautondmicos, aunque tales facultades hu-
bieran sido transferidas a dichos entess.
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ca, a su vez, la de la funcién estatal de cooperacion y auxilio técnico
y financiero para la prestacién de servicios provinciales y municipales
(los actuales Planes Provinciales de Obras y Servicios). Ahora bien,
una interpretacién congruente de los textos constitucionales permite
que esta funcion de cooperacién sea objeto de transferencia a las
Comunidades auténomas, puesto que el articulo 148 atribuye, en su
numero 2, a las mismas la posibilidad de asumir, «... en general, las
funciones que correspondan a la Administracién del Estado sobre las
Corporaciones locales y cuya transferencia autorice la legislaciéon de
Régimen local». Sera necesario esperar a la futura Ley de Régimen
Local —para la cual, paradéjicamente, la Constitucién no exige la for-
ma de Ley Organica— para conocer el alcance de esta posible trans-
ferencia de funciones del Estado a las Comunidades auténomas.

— Las relaciones entre las Comunidades auténomas y las entida-
des locales (Diputaciones y Municipios) en el territorio regional apa-
recen un tanto confusas. Con relacién a los Municipos, el articulo 148,1
habilita a las Comunidades auténomas para -las alteraciones de los
términos municipales», y el articulo 152.3, para <«establecer circuns-
cripciones territoriales propias que gozarian plena personalidad juri-
dica» mediante la agrupacién de Municipios limitrofes (si bien no se
especifica si pueden ser los Municipios agrupados de distintas provin-
cias). Por el contrario, para alterar los limites provinciales, se requie-
re aprobacion de las Cortes Generales mediante Ley Organica (ar-
ticulo 141.1).

La Constitucion no se pronuncia por la posibilidad de que en el
ejercicio de sus competencias propias o delegadas las Comunidades
auténomas se sirvan de las propias Diputaciones 0 Municipios. La omi-
sion de este importante extremo (12) abre la posibilidad de la emer-
gencia de una organizacién administrativa y burocratica a nivel re-
gional, en detrimento de las funciones de las Diputaciones que por
su ambito territorial y tradicién ofrecen la oportunidad de un escal6n
apto para ejercer instrumentalmente funciones propias de las Comu-
nidades auténomas. En la etapa preautonomica, el Real Decreto 2218/
1978, sobre transferencia de la funciéon publica estatal a los entes
preautondémicos, en su disposicion final quinta, contempla esta posi-

(12) El Proyecto de Estatuto de Autonomia de Galicia («BOCG» de 20 de julio
de 1979) prevé, no obstante, que «la Comunided auténoma ejercera normalmente
sus funciones administrativas por érganos y entes dependientes de la Xunta de
Gobierno y mediante delegacién en las provincias, Municipios y demés Entidades
locales» (art. 38). .
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bilidad, al sefialar que «en los regimenes preautondémicos en los que
las Diputaciones, Mancomunidades o Consejos Interinsulares o Conse-
jos ejecuten las competencias de los Entes Preautondémicos, podran
transferirse personal, estatal, directamente a las mismas» (13). Por el
contrario, el Real Decreto 2704/1978, de 27 de octubre, parece cerrar
definitivamente esta orientacion, al regular el procedimiento para la
ejecucion de las transferencias de las diputaciones provinciales a los
6rganos provisionales autondmicos. Esta ultima directriz debiera ser
considerada en el futuro, por cuanto los inconvenientes de una Admi-
nistracién regional auténoma, excesivamente burocratizada, son eviden-
tes, por cuanto reproduce el modelo centralizador a nivel regional (14).

V. ADMINISTRACION PERIFERICA Y COMUNIDADES AUTONOMAS EN EL AMBITO
DE LA PLANIFICACION ECONOMICA: PROBLEMATICA DE LA ARTICULACION TERRITO-
RIAL DE LA PLANIFICACION ECONOMICA

El articulo 131 de la Constitucion faculta al Estado, mediante Ley,
para «planificar la actividad econémica general para atender a las
necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional
y sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su
mas justa distribucion», Un sistema de planificacién econémica con-
cebido como instrumento de equilibrio y armonizaciéon del desarrollo
regional, indudablemente, estd destinado a tener importantes reper-
cusiones en la organizacion del territorio, concebido como elemento
institucional de relevancia constitucional (segun el articulo 137, «el
Estado se organiza territorialmente en municipios, provincias y en
las Comunidades auténomas que se constituyen») y como elemento
espacial y soporte de actividades publicas y privadas (ordenacién del
territorio, urbanismo, obras publicas y demas infraestructuras). Dos
interrogantes iniciales cabe formular en este orden de consideracio-
nes: ¢la distribucion territorial resultante del proceso de emergencia
de las distintas Comunidades autonomas constituye el soporte ade-

{13) A las disposiciones citadas hay que sumar el Real Decreto 1942/1979, de
1 de junio, por el que se regula el régimen de personal de los funcionarios de
la Administracion local que pasen a prestar servicios en los Entes preautonémicos.
(14) Sobre el tema vid. José R. Pamrapa Vaizquez, Constitucién, Burocracia y
Comunidades auténomas, y S. MuRoz MacHapbo, Sobre la burocracia de las Comu-
nidades auténomas, en «Documentacién Administratives nam. 182 (abril-junio 1879).
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cuando para la articulaciéon de la planificacion econdmica o, por el
contrario, sera necesario instrumentar por condicionamientos de in-
dole econdémico-espacial una regionalizacién de tipo funcional? y, a
su vez, sen el ambito de la planificacién economica, las relaciones
entre el Estado y las Comunidades auténomas podran adaptarse al
modelo ordinario de conexiones entre ambas instancias territoriales
o, en su caso, deberan instaurarse vinculos de coordinacion especifi-
cos en funcién de los presupuestos propios de la planificacion?

En relacién al primero de los interrogantes, la experiencia de la
trayectoria de la planificacion de corte occidental (la denominada
convencionalmente «planificacién indicativa») evidencia la postulacién
de un modelo de regionalizacién de tipo funcional, no siempre acorde
con las tradiciones historicas y culturales de las comunidades terri-
toriales. Como es obvio, la funcionalizacion del territorio por razones
de racionalidad econdédmica es producto de una peculiar circunstancia
histérica: la insercién de la técnica de la planificacién en el marco
de un Estado de caracter unitario y centralizador. En este modelo de
Estado no puede afirmarse que no haya existido una clara concien-
cia de la necesidad de una planificacién de base territorial y regional
(incluso puede sostenerse que historicamente las experiencias plani-
ficadoras regionales han sido anteriores a las de caracter nacional),
puesto que gran parte del debate institucional en torno a la planifi-
caciéon econdémica ha versado sobre la correcta articulacion de Ja
instancia nacional con la propiamente territorial (15). Ahora bien, Jo
que ha sido comun a este tipo de debate es la consideracion del terri-
torio como un simple espacio fisico, en cuyo marco el Estado de ca-
racter centralizador imponia una disciplina y una coordinacién entre
las diversas instancias que operaban en el mismo: servicios perifé
ricos, provincias y municipios. De tal modo que la configuracién del
territorio era propiamente la resultante del modelo o modelos de
coordinacién entre los distintos protagonistas de las planificaciones
general o sectoriales proyectadas mas que una realidad sustantiva
producto de la articulacién de la comunidad en funcién del locus.
Frente a este tipo de planificaciéon econémico-territorial, la Constitu-
cién de 1978 impone un nuevo modelo de planificacién, cuya configu-
racion debe deducirse no tanto de los preceptos concretos que el texto
constitucional dedica a la planificacion (arts. 131, 148.13 y 149.13) como

(15} Vid. una interesante visién histérica y critica sobre esta problematica,
S. LomsarnbiNi, La programmazione: Idee, esperienza, problemi. Einaudi, 1967.
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de los presupuestos y datos institucionales que configuran la Orga-
nizacion territorial del Estado (tit. VIII).

En efecto, el articulo 131.1 contempla el supuesto de la planifica-
cion general de la actividad econdémica a cargo del Estado, sin ulte-
rior especificacion, si bien el articulo 149.13 matiza que corresponde
al Estado como competencia exclusiva <«las bases y coordinaciéon de
la planificacion general de la actividad econémica»; todo ello sin
perjuicio de que las Comunidades auténomas asuman las competen-
cias relativas al «fomento del desarrollo econémico de la Comunidad
autonoma (16) dentro de los objetivos marcados por la politica econ6-
mica nacional» (art. 148.13) y las relativas a «la ordenacién del territo-
rio, urbanismo y vivienda» (art. 148.3). Estos datos normativos revelan
que la dimensién espacial de la planificacion econdmica estd indiso-
lublemente unida a la existencia y configuracion propia de las Co-
munidades auténomas, conforme a su propio proceso institucional de
emergencia y de acceso a un régimen de autogobierno (art. 143). El
modelo de planificacion econdmica instaurado por la Constitucion debe
hacer compatible la funcién directiva del Estado en el proceso pla-
nificador general con la funcion de autogobierno que ostentan las
Comunidades autonomas sobre su propio territorio y que se manifies-
ta a través de sus competencias en orden al fomento del desarrollo
econdmico, la ordenacién del territorio y el urbanismo. De tal modo
que las exigencias meramente econdémico-espaciales del sistema de
planificacion no pueden imponer una divisiéon territorial de caracter
meramente funcional, sino que deben adaptarse y subordinarse a la
resultante del proceso de configuraciéon y estructuracién de las dis-
tintas Comunidades auténomas, aunque ello pueda implicar, por via
de hipétesis, una distribucion territorial inadecuada desde el punto
de vista de la racionalidad econémica, de la ordenacion del territorio
y del urbanismo. Como conclusién, puede afirmarse que en el marco
de nuestra Constitucion el territorio ha dejado de ser un mero dato de
planificacion espacial para convertirse en un presupuesto de mani-

(18) Vid. J. TorNnos Mas: La intervencién de las Comunidades auténomas en la
economia, «REDA», num. 21, abril-junio 1879.

Fl Estatuto de Autonomia de Cataluiia, en su articulo 12, etribuye, de acuerdo
con las bases y la ordenacién de la actividad econémica general y la politica
monetaria del Estado, corresponde a la Generalidad, en los términos de lo dispues-
to en los articulos 38, 131 y numeros 11 y 13 del apartado 1 del articulo 149 de
la Constitucién, la competencia exclusiva de las siguientes materias: «Planifica-
ci6n de la actividad econdomica en Catalunas. ‘
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festacion del autogobierno de una Comunidad auténoma sobre su en-
torno territorial.

La articulaciéon de un sistema de planificacién de direccion estatal
compatible con un régimen de autogobierno territorial es, obviamente,
el problema capital que en este orden plantea la Constitucién. Por
desgracia, el texto constitucional no brinda explicitamente instrumen-
tos claros al respecto, por lo que serd necesario un gran esfuerzo de
imaginacién para configurar técnicas juridicas organizatorias aptas a
nivel de los Estatutos de Autonomia, leyes de planificacién y leyes sin-
gulares para cada materia, puesto que las medidas y directrices de los
planes deben traducirse, posteriormente, en regulaciones legales con-
cretas. Las Unicas previsiones que ofrece explicitamente el texto cons-
titucional son: la participacién de las Comunidades auténomas en el
suministro de previsiones en el Consejo de Planificaciéon (17) previsto
en el articulo 131.2, la regulacién del Fondo de Compensacién inter-
territorial para corregir los desequilibrios (art. 158), los Convenios
de cooperacion entre Comunidades (art. 145} y la funcién general de
coordinacién que con caracter general se atribuye al Estado en el
articulo 149.13.

(17) La institucionalizacion de este Consejo es uno de los puntos clave del
desarrollo constitucional en materia econémica. Como cjemplos en el Derecho com-
parado con funciones aenalogas, pueden citarse el Consejo Econémico y Social
en la Constitucién francesa de 1958 y el Consejo Nacional de Economia y del
Trabajo de la Constitucién italiana. )

Como modelo mas reciente debe recordarse el Consejo Nacional del Plan de
la Constitucién portuguesa de 1976. En los articulos 91 & 95 se contiene una re-
gulacion detallada de la funcién de planificacién («para la construccién de una
economia socialista, a traveés de la transformacién de las relaciones de produccion
y de acumulacién capitalista, la organizacion econdémica y social del pafs debera
ser orientada, coordinada y disciplinada por el Plan, art. 91.1»), y de su elaboracién
(«]la elaboracién del Plan sera coordinada por un Consejo Nacional del Plan y
deberan participar en ella la poblacién a través de los Entes auténomos y comu-
nidades locales, ias organizaciones de las clases trabajadoras y entidades repre-
sentativas de actividades econémicas») (art. 94.2). La articulacién territorial del
Plan comporta la divisién del territorio en Regiones del Plan con sus respectivos
Estatutos de Autonomia (arts. 95 y 256).

En relaciéon a los posibles modelos de estructuracién del Consejo previsto en
el articulo 131 de la Constitucion, debe tenerse en cuenta que el Congreso de
Diputados, en su sesion del dia 26 de septiembre de 1979, con ocasién del debate
sobre el programa a medio plazo para lIa economia espanola, adopté la siguiente
resolucién: «para complefar en su vertiente institucional un marco democratico
de relaciones industriales, la Camara insta al Gobierno a la urgente presentacién
de un Proyecto de Ley de creacién del Consejo Econémico-Social, previsto en el
articulo 121 de la Constitucion, en el que los representantes sindicales y empre-
sariales dsbaten los problemas globales y sectoriales que incidan diariamente en
las relaciones industrialess, A la vista de esta resolucién, parece que la institu-
cionalizacién de dicho Consejo debera orientarse en el sentido y con cierto para-
lelismo con el Consejo Econémico y Social franceés.
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En el marco de esta funcidn general de coordinaciéon serda preci-
samente donde la Administracién periférica del Estado esta destina-
da a desplegar un indudable protagonismo institucional, puesto que
no debera limitarse a disciplinar y controlar la actuacién de los or-
ganos estatales periféricos conforme a los planes (misién que en ul-
tima instancia le esta atribuida con caracter ordinario por el articu-
lo 154 de la Constitucion), sino que, a nivel de ejecucién, le corresponde
la mision de coordinar la planificaciéon general con la propia de las
Comunidades auténomas y, a su vez, con la de las Diputaciones y
Municipios, con respeto escrupuloso a los principios informadores de
la Constitucién en materia de organizacion territorial. Para el cum-
plimiento de esta dificil funcidn de coordinacion —que excede cuan-
titativa y cualitativamente de la atribuida con caracter general por
el articulo 154—, la Administracion periférica requerira de una orga-
nizacion especifica compleja de caracter cooperador entre las distin-
tas instancias 'territoriales implicadas, puesto que la simple presencia
de un é6rgano unipersonal —el delegado del Gobierno— es insuficien-
te para afrontar con garantias esta dificil mision.

VI. CONCLUSIONES

1. El analisis de los diversos aspectos de la problematica de las
relaciones entre la Administracion del Estado, las Comunidades auto-
nomas y entidades locales evidencia la subsistencia con posterioridad
a la Constitucion de una Administracién periférica del Estado, si bien
con cometidos institucionales y peéuliaridades organizativas distintas
y nuevas en relacion al modelo administrativo hasta ahora vigente.
Los nuevos aspectos de la Administraciéon periférica del Estado derivan
de las exigencias de los presupuestos constitucionales y, en especial, de
la configuracion de un modelo de Estado regional.

2. La Administracion periférica del Estado parece demandar una
estructuracion de doble nivel o grado: a la instancia provincial tra-
dicional se superpone una nueva instancia superior —de base regio-
nal o supraprovincial— que coincide con el mapa territorial de las
Comunidades autonomas. La direccién superior de esta Administra-
cion periférica corresponde al delegado del Gobierno en la Comu-
nidad auténoma.

3. La figura del delegado del Gobierno estd imperfectamente de-
limitada y perfilada en la Constitucién, en especial con relacién a los
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presidentes del Consejo de Gobierno de las Comunidades auténomas
y con la figura tradicional del gobernador civil.

En principio, no parece que pueda afirmarse categéricamente que
la, figura del gobernador civil haya desaparecido a nivel organico de
nuestro ordenamiento juridico, pues basta pensar en aquellas provin-
cias que no accedan a un sistema de éutogobierno para seguir postu-
lando su pervivencia. El interrogante principal se plantea en relacién
a aquellas provincias que accedan a un régimen de autogobierno
mediante la creacién de una Comunidad auténoma. El nombramien-
to de un delegado del Gobierno, ;debe comportar la desaparicién de
los gobernadores civiles en cada una de las provincias afectadas? En’
principio, desde un punto de vista institucional, parece que la con-
testacidn deba ser afirmativa, por cuanto sélo al delegado del Gobier-
no corresponde la direccién de la Administracion del Estado en el
territorio de la Comunidad auténoma. Ahora bien, ello no impide
que al frente de cada provincia exista un subdelegado del delegado
del Gobierno encargado de dirigir e impulsar los servicios periféricos
de caracter y estructura provincial. En todo caso, las funciones y
cometidos de estos subdelegados no son equiparables a las tradicio-
nales funciones de los gobernadores civiles al frente de una pro-
vincia.

Mayores dificultades plantean las relaciones entre los delegados
del Gobierno y los presidentes de los Consejos de Gobierno de las Co-
munidades autonomas, a la vista del caracter que les confiere el
articulo 152.1 de la Constitucién: ostentar la represéntaciéon ordina-
ria del Estado en la Comunidad auténoma. Los presidentes de las
Comunidades son los maximos representantes institucionales en el
orden politico en el territorio. De ello se deriva la imposibilidad de
configurar a los delegados del Gobierno, a modo de gobernadores ge-
nerales en la forma prevista en el articulo 38 del Decreto de 10 de
octubre de 1958, ya que sus funciones quedan limitadas al orden
administrativo, y las de caracter representativo de la actividad esta-
tal, son asumidas por los presidentes de las Comunidades.

4. Del examen de las diversas funciones administrativas concu-
rrentes en el territorio a cargo de distintas entidades, parece despren-
derse que la interpretacion mas fiel de la Constitucién sea la que
propugna una asignacién de la Administracion periférica del Estado
de cometidos de coordinaciéon administrativa con preferencia a una
intervenciéon y gestiéon directa de las competencias reservadas al Es-
tado, transfiriendo en gran medida su ejercicio a las Comunidades
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auténomas por via de delegacion, asi como las que le correspondan
en el orden de la cooperacién con la Administracién local. Esta trans-
ferencia de funciones no debe implicar necesariamente una acumu-
lacion de cometidos en la organizacion administrativa de la Comu-
nidad auténoma, sino que éstas deben favorecer la participacion en la
gestion de las Diputaciones, entidades comarcales y Municipios.

La misiéon de coordinacién, a cargo de la Administracién periféri-
ca, debera orientarse preferentemente hacia una cooperacion o co-
laboracion entre las distintas Administraciones, pudiendo revestir dis-
tintas modalidades y grados de institucionalizacion: asistencia técnica.,
convenios para actuaciones conjuntas, constitucién de comisiones mix-
tas de estudio o de programaciéon de actuaciones, etc.

5. En orden a la planificacidn econdmica y su incidencia en el te-
rritorio, las relaciones entre la Administracién periférica y las Co-
munidades auténomas se presenta, inicialmente, como méas complejas,
por cuanto la funcién de coordinacidn no se limita a la de las sim-
ples organizaciones administrativas, sino que se extiende a las dis-
tintas instancias territoriales de planificacion —Estado y Comunidades
autonomas— en el .marco del plan general. La ausencia de previsio-
nes concretas a este respecto en el texto constitucional hace presumir
que la articulacién de una Administracién periférica para la plani-
ficacién economica sera una de las cuestiones mas debatidas y de
dificil instrumentacion en el futuro debate en.torno al modelo de
planificacion que definitivamente se sancione.
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